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Resol. Serie “B” N° 64
Expte. N° 19.193 – Año 2019 – Autos: “Toledo Diego c/ Municipalidad de Termas de Río Hondo – Amparo por Mora - Apelación”.
Santiago del Estero, nueve de junio dos mil veintiuno.



Y Vistos:



Para resolver en los autos del epígrafe, el recurso de apelación interpuesto a fs. 162/163, por el Dr. Juan G. Scheytt, en su carácter de representante legal de la demandada, Municipalidad de Termas de Río Hondo, contra la resolución del 15 de noviembre de dos mil dieciocho, cuya copia certificada se encuentra agregada a fs.158.----



Y Considerando:



I)SENTENCIA RECURRIDA.



Que, la resolución cuestionada, rechazó la impugnación de la planilla de liquidación practicada por la actora, en la que se había formulado el cálculo de las astreintes devengadas hasta el 20/04/18, en función del apercibimiento realizado por el juez a quo mediante decreto de fecha 13 de noviembre del 2015 (fs.74 vta.).---                 

II)FUNDAMENTOS DEL RECURSO                                  



En su planteo recursivo, el representante de la accionada cuestiona que, para condenar al pago de astreintes, el juez de la causa haya concluido que su parte no había cumplido con lo ordenado en la sentencia del 24 de abril de 2014 que había hecho lugar al amparo por mora (fs 48/49).--------------------------------------              

Sostiene que el concurso para el cargo de Juez de Faltas en el que se encontraba inscripto el amparista había concluido con la designación del Dr. Diego Doglioli, y con el posterior acuerdo del Concejo Deliberante.------- 

Manifiesta que en consecuencia lo solicitado por el amparista en el expediente 3438-T-2011 relativo al concurso para designación de Juez  de Faltas, ha devenido en abstracto y de cumplimiento imposible, y que por dicho motivo la aplicación de astreintes deviene injusta.-------         

Lo agravia también la interpretación del art. 804 del Código Civil y Comercial (CCC) y su relación con el art. 11 de la Constitución Provincial, a la que califica de poco clara y carente de fundamentos. Alega que la citada norma del CCC excluye de la aplicación de astreintes a las autoridades públicas, y que ello alcanza tanto al estado nacional como al provincial y municipal. Cita doctrina. Concluye solicitando se revoque la sentencia recaída en autos, con expresa imposición de costas.---------------------------------------------------                      



III) DICTAMEN FISCAL.



El Sr. Fiscal General del Ministerio Público emite su dictamen a fs. 172. Sostiene que deviene ineludible abordar la competencia del Superior Tribunal para entender en ésta cuestión. Que si bien es una apelación en el marco de una acción de amparo por mora, puntualmente se trata de una resolución sobre incidente de impugnación de planilla de astreintes. Definido el asunto a dirimir observa que la cuestión no es de competencia del Superior Tribunal, toda vez que la materia de estudio, es ajena al restringido marco de cuestiones admitidas a su conocimiento. Manifiesta que en el art.193, 2. c) de la Constitución provincial, se halla circunscripta la competencia del Superior Tribunal para entender por vía de apelación. Así como en el art. 863 del CPCC, que dispone que sólo serán apelables por ante el Superior Tribunal de Justicia, el auto que deniegue o haga lugar a la acción de amparo, y las resoluciones que impongan medidas de no innovar o suspensión de efectos del acto impugnado. Concluye sosteniendo, que el Superior Tribunal de Justicia es incompetente para entender en la cuestión traída en apelación, resultando la Cámara de Apelaciones correspondiente, el órgano competente para conocer en éste recurso.--------------------------------------------------             



IV) ADMISIBILIDAD FORMAL.



Es preciso señalar que éste Órgano Superior, se ha avocado ya en otras oportunidades a resolver -dentro del trámite de  amparo regulado en el Código Procesal Civil y Comercial (CPCC)– apelaciones deducidas contra decisiones vinculadas a la fijación de astreintes (Resol. Serie “B”, Nº 40, del 17-04-2018, “Toledo, D. c/Municipalidad de Termas de Río Hondo”).-----------------              

Ello por cuanto, si bien la decisión materia de apelación que resuelve un incidente de impugnación de planilla de liquidación de astreintes, como en este caso, no es de las expresamente previstas en el art  863 del Código Procesal Civil y Comercial (CPCC), se pronuncia sobre aspectos que hacen a la ejecución de la sentencia que declarara procedente el amparo.----------------------- 

Así, y teniendo en cuenta además lo dispuesto en el art.169 del CPCC, cabe por vía de excepción, admitir formalmente la apelación, la que ha sido deducida en tiempo y forma, conforme constancias de fs.158/159vta; y 163.------------------------------------------------------                    

V) ANALISIS DE PROCEDENCIA



a) Aplicación de astreintes al Estado. Interpretación del art 804 del Código Civil y Comercial de la Nación (CCyC).  



El juez de la causa, consideró al rechazar la impugnación de planilla, que el art 804 del CCyC alude a la etapa de ejecución de mandatos judiciales, y que remite en el caso de esta provincia, al trámite dispuesto en el art 11 de la Constitución estatal. Agregó que concluir de otro modo sería avanzar sobre facultades propias de las provincias, no delegadas a la nación; y que  si el magistrado no puede aplicar sanciones conminatorias las obligaciones se volverían meramente potestativas.---------

La apelante cuestiona dicha interpretación, a la que califica de poco clara y carente de fundamento. Reitera que no es procedente la aplicación de astreintes a su parte, bajo el argumento -entre otros- de que, por tratarse de un estado municipal, le es aplicable lo dispuesto en el último párrafo del art 804 del C y C, que- según su interpretación- excluye de aquellas a las autoridades públicas.-------------------------------------             



En ese contexto es preciso señalar que la intimación bajo apercibimiento de aplicar astreintes (fs 74 vta) había quedado firme para la demandada, conforme constancias de fs 101, y en consecuencia el planteo luego formulado al impugnar la planilla de liquidación, se encontraba precluido, resultado de una tardía reflexión sobre si correspondían las atreintes cuando se trata de las autoridades públicas, conforme su interpretación de lo dispuesto en el último párrafo del art 804 del CCyC.------           

Sin perjuicio de ello, y atento que el juez de la causa se ha pronunciado específicamente sobre dicho argumento impugnatorio en la sentencia apelada, lo cual a su vez constituye agravio que sostiene el recurso a estudio, debe este tribunal pronunciarse sobre lo planteado.------------------------------------------------          

En esa tarea, no es posible soslayar que el agravio de la demandada, no representa una crítica fundada y circunstanciada a los argumentos dados por el juez de la causa en lo que al art 804 del CcyC refiere. Se limita a reiterar lo sostenido al impugnar la planilla sin rebatir específicamente la exégesis realizada por el sentenciante, falencia que sin mas tornaría inadmisible el agravio en cuestión.-------------------------------------------------

Sin embargo, y en razón de tratarse puntualmente de un cuestionamiento de naturaleza jurídica, esto es, si legalmente corresponde intimar, y en su caso aplicar astreintes (sanción conminatoria) al Estado y/o autoridades públicas en función de lo dispuesto por el art 804 del CCyC, cabe a este Alto Tribunal pronunciarse al respecto, fijando la doctrina legal obligatoria para los tribunales inferiores en el marco del art 29 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.------------------------------ 

A tal efecto, no es en vano recordar que el mencionado precepto legal dispone que “Los jueces pueden imponer en beneficio del titular del derecho, condenaciones conminatorias de carácter pecuniario a quienes no cumplen deberes jurídicos impuestos en una resolución judicial. Las condenas se deben graduar en proporción al caudal económico de quien debe satisfacerlas y pueden ser dejadas sin efecto o reajustadas si aquél desiste de su resistencia y justifica total o parcialmente su proceder.”, y en su último párrafo establece que “ La observancia de los mandatos judiciales impartidos a las autoridades públicas se rige por las normas propias del derecho administrativo”.----------------------------------         

Es la interpretación efectuada por el Juez del amparo respecto de esta última parte de la norma, la que agravia a la demandada. De su procedencia depende el tratamiento de los restantes planteos formulados en la apelación, por lo que resulta necesario su análisis en primer término.-------------------------------------------                  



En esa tarea, cabe señalar que la letra de la referida disposición legal no aporta una respuesta precisa sobre si la aplicación de astreintes se encuentra prohibida respecto de las autoridades públicas, dado que en rigor de verdad, no veda expresamente la posibilidad de hacerlo, sino que remite a la aplicación de normas propias del derecho administrativo.-------------------------------             

Ahora bien, ¿cuales serían esas normas? No resulta sencillo determinarlas toda vez que por un lado existe consenso doctrinario en que el art 1 de la Ley 26944 de Responsabilidad del Estado no aparecen comprendidas las astreintes La opinión mayoritaria considera que la LRE aprehende a los daños punitivos o multas civiles. Así lo han considerado Perrino, Falcón, Esperanza, Pauletti y Jorge W. Peyrano. (Andrada, Alejandro Dalmacio, La responsabilidad del Estado en la nación, las provincias y la Ciudad Autónoma, Cita: RC D 1171/2018, Tomo: 2018 1 Responsabilidad del Estado – I, Revista de Derecho de Daños), por cuanto solo hace mención a los daños punitivos y no a las sanciones conminatorias. Al respecto, Federico Ossola, al comentar el art. 804 del CcyC, señala que en principio la prohibición del art 1 de la LRE de aplicar sanciones pecuniarias disuasivas contra el Estado, no se refiere estrictamente a las astreintes o sanciones conminatorias(al menos para una interpretación) sino que alude- conforme surge de los antecedentes parlamentarios- a la prohibición de la aplicación de daños punitivos. Aut cit; Código Civil y Comercial de la Nación; Lorenzetti, Ricardo (dir), Rubinzal Culzoni, 2015, Tomo V, pag 251/252.----------------------------------------------


En este sentido la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en “Bernardez Jorge” haciendo suyos también los fundamentos del dictamen de la procuradora- ha señalado “...que ya sea ateniéndose exclusivamente a la literalidad del texto de la ley, ya sea indagando en la intención perseguida por el legislador -plasmada en los antecedentes parlamentarios reseñados- no es posible sino concluir ' que la Ley de Responsabilidad Estatal en forma alguna cercena la posibilidad de que, ante el incumplimiento de un mandato judicial por parte del Estado Nacional, los tribunales apliquen las medidas compulsivas contempladas en el ordenamiento jurídico a los efectos de vencer ésa reticencia (vgr. art. 804 del Código Civil y Comercial de la Nación y art. 37 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación)” CSJN Fallos 343:140 (Considerando 14).-----


Sin perjuicio de ello, es preciso recordar que para la aplicación de las disposiciones de la citada ley nacional, es necesaria la adhesión legislativa de la jurisdicción que pretenda aplicarla (art 11 LRE) que en el caso de la demandada (municipio de primera), no se ha llevado a cabo.-------------------------------------------          

Ahora bien, el Dr Ossola sostiene también que la redacción del último párrafo del art 804 del CCyC, no es la adecuada. Señala que tiene por fin remitir la aplicación de sanciones conminatorias al Estado y a sus funcionarios, a un eventual código contencioso administrativo, el que por no existir actualmente, torna necesaria la remisión a los códigos procesales civiles y comerciales nacionales o provinciales, con la única exclusión de las astreintes vinculadas a los mandatos incumplidos sobre medidas cautelares, dado los términos de la Ley 26.854. Aut cit; Código Civil y Comercial de la Nación; Lorenzetti, Ricardo (dir), Rubinzal Culzoni, 2015, Tomo V, pag 252.------------------------------------------


En una interpretación mas literal, Ossola, citando a Ramón Pizarro, señala que en este último párrafo de la norma (introducido por el Poder Ejecutivo Nacional) con una redacción algo ambigua, se ha intentado excluir de la aplicación de astreintes a las autoridades públicas, lo que alcanza al Estado (nacional, provincial y municipal) como a los funcionarios públicos, sin embargo, autorizada doctrina sostiene que se indica alli “la observancia y no “la inobservancia” por lo cual – en definitiva la norma sería inocua y las astreintes aplicables también a las autoridades públicas (Con cita de Pizarro, Ramón Daniel, en Rivera Julio(dir) Comentarios al Proyecto de Código Civil y Comercial de 2012, La Ley, Buenos Aires, 2012, pag 545; autor y ob cit). ------------------------------------


Por otro lado no es posible soslayar que una interpretación que avale sin mas la exclusión de las autoridades públicas de la aplicación de astreintes ante el incumplimiento injustificado de las decisiones judiciales, asume ribetes que podría ser cuestionada de inconstitucional, por cuanto luce desprovista de un análisis integral y sistémico del derecho, conforme lo dispone el art 2 del CcyC Art 2 “La ley debe ser interpretada teniendo en cuenta sus palabras, sus finalidades, las leyes análogas, las disposiciones que surgen de los tratados sobre derechos humanos, los principios y valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento”, exégesis que se requiere sobre todo, ante una norma que en su texto (palabras) ofrece cierta imprecisión.- Tan es así que la doctrina que la propia apelante a fs 161 invoca admite la referida ambigüedad. (Código Civil y Comercial de la Nación; Lorenzetti, Ricardo (dir), Rubinzal Culzoni, 2015, Tomo V).-----------


En esa línea de razonamiento, resulta necesario señalar que las reglas constitucionales de relación entre los poderes (o funciones) del Estado y que hacen al sistema republicano y de división de poderes del estado, exigen el cumplimiento de las sentencias judiciales. Tomás Hutchinson explica que ese cumplimiento significa el sometimiento pleno a la ley y al Derecho -el sometimiento del Estado a la ley en caso de conflicto, debe traducirse en el cumplimiento de la sentencia, que es la interpretación definitiva del ordenamiento jurídico. En virtud del principio de legalidad, la Administración no sólo está sometida al bloque de constitucionalidad, también a las decisiones judiciales.... El incumplimiento constituye una fractura en la Constitución (rompe las reglas del juego constitucional). Si es la autoridad administrativa quien no ha cumplido voluntariamente la sentencia, ante la ejecución judicial, no se presenta un caso de intromisión judicial en las operaciones de la Administración, sino el supuesto inverso: es la intromisión de la Administración en el ejecución de un acto del Poder Judicial. La atribución de valor vinculante a la jurisprudencia es el único medio de mantener la separación de poderes, ya que los Tribunales tienen encomendada la manera de asegurar, de manera irrevocable, el cumplimiento del orden jurídico, lo que implica en su manifestación más simple, ejecutar forzosamente la conducta debida que no se llevó a cabo voluntariamente. (Autor cit. "Derecho Procesal Administrativo", Tº III, pág. 366/368, Rubinzal-Culzoni Editores, año 2.009).------


Mas aun, en el actual desarrollo del Derecho Constitucional, Procesal Constitucional, Administrativo y Procesal Administrativo, no es posible admitir que las condenas judiciales firmes a los Estados sean dejadas de lado, ignoradas. El Estado debe actuar dentro del orden jurídico para satisfacer el interés público, y el acatamiento de las mandas judiciales no importa sino la sujeción a esa orden.-------------------------------------        

Es así que uno de las notas características de la jurisdicción es el poder que tienen los jueces y las juezas para hacer que se acaten sus decisiones. Su tarea va mas allá del dictado de una resolución, encontrándose facultado para acudir a medios coactivos para lograr su ejecución, entre ellos la aplicación de astreintes.-------       

En esta línea de razonamiento, Compagnucci de Caso, en comentario al último párrafo del art 804, sostiene que dicho agregado le resulta a todas luces improcedente y fuera de lugar. Agrega que ello es por cuanto en principio desconoce la unidad del plexo normativo y en segundo porque pareciera que crea una especie de ius singulare (derecho singular) para las autoridades públicas. Manifiesta además que la aplicación de una u otra rama del derecho, no puede impedir que ante la reticencia o desobediencia de la orden judicial, el órgano que la dictó busque el camino para el cumplimento y de ese modo vencer la resistencia injustificada. (Autor cit, Codigo Civil y Comercial de la Nacion; Rivera y Medina (dir), La Ley, 2015, tomo III, pag 168).  ---------


En armonía con lo dicho por el citado autor, la primera parte del art 11 de la Constitución de la provincia, consagra específicamente que la Provincia y los municipios como personas de derecho carecen de todo privilegio especial.--------------------------------------        

Por otra parte, tanto la Constitución nacional (CN) como la provincial (CP) consagran como garantía el amparo judicial contra actos de la autoridad pública (art 59 CP), asi como que también recepta el principio de tutela judicial efectiva (art 48), cuyo lógico corolario es la concreta posibilidad de cumplimiento de sus decisiones, disponiendo en el art. 192 que el Poder Judicial dispone de la fuerza pública para asegurar el cumplimiento de sus sentencias. Partiendo de dichos parámetros normativos tampoco se advierte motivo que permita razonablemente concluir que las decisiones que en dichos procesos se adopten puedan ser desoídas sin fundamento o justificación alguna por sus destinatarios, sin que los jueces puedan conminar su cumplimento.--------

En función de lo hasta aquí expresado, no es posible vislumbrar fundamentación jurídica de entidad que conduzca a concluir que el Estado y/o sus funcionarios puedan quedar excluidos de la imposición de sanciones conminatorias frente a la reticencia en el cumplimiento de una manda judicial, sobre todo si no existe, como en el caso, una norma administrativa específica que rija la materia en ese ámbito.------------------------------------     

Esta conclusión se respalda en una interpretación que reconoce como columna vertebral el sistema republicano de gobierno, consagrado en la Constitución Nacional, la Constitución Provincial y las leyes que rigen la materia.----------------------------

En razón de ello, por los argumentos aquí desarrollados, cabe rechazar el agravio bajo análisis, correspondiendo en consecuencia verificar si en el caso- tal como lo entendiera el Sr Juez del amparo- correspondía aplicar astreintes a la demandada, esto es si se han configurado los presupuestos necesarios para su imposición.-----------------------------------------------        

b) Abocados a ello, cabe remarcar que el planteo de la apelante se centra en que lo ordenado mediante sentencia de fecha 24-04-2014(fs.48/49) es de cumplimento imposible, debido a la designación -en el marco del concurso para juez de faltas municipal convocado mediante Decreto nº 103 del 1/3/2011- del Dr Diego Doglioli.-------         

En dicho marco argumentativo, no es en vano recordar que las astreintes son obligaciones accesorias que se le imponen al deudor reticente, y que tienen por finalidad asegurar el cumplimiento de la obligación principal.------------------------------------------------



De allí que la posibilidad de aplicar astreintes, cesa con la extinción de la obligación principal. Son además, excepcionales, por lo que su aplicación debe restringirse a los casos en que no exista otro medio legal o material, para impedir la desobediencia injustificada de una decisión judicial.-------------------      



“Las "astreintes" cumplen dos funciones a través de la dinámica del proceso: conminatoria y sancionatoria. La primera surge de la decisión judicial, mediante la cual se impone una condena pecuniaria a quién no cumple una orden impartida por el magistrado en uso de sus facultades; la segunda se da en el supuesto de que el obligado, pese a la conminación, no efectivice su deber jurídico; ya no existe mera coacción psicológica sino estricta pena, traducida en directa aplicación de lo que hasta ese momento constituyó sólo una amenaza. Una vez decretadas, corren desde que el auto que los aplica es notificado y ejecutoriado, y se extinguen con la cancelación de la obligación principal, o el hecho sobreviniente que torne imposible el cumplimiento” (Resol. Serie “B”, Nº 40, del 17-04-2018, “Toledo, D. c/ Municipalidad de Termas de Río Hondo”).-------------------           

Dentro de dicho marco referencial, y conforme se desprende de las constancias de autos, mediante sentencia del 24/04/2014 el juez de la causa hizo lugar al amparo por mora y en consecuencia ordenó a la accionada a  dictar el acto administrativo correspondiente al planteo formulado por el actor mediante nota presentada en fecha 07-5-2013, en el Expediente administrativo 3438-T-2011. Dicha resolución se encuentra firme y consentida (fs 57).-          

El planteo de referencia había consistido en que se declarara la nulidad de aspectos relativos al procedimiento correspondiente al concurso que había sido convocado mediante Decreto Nº103 del Poder Ejecutivo Municipal de fecha 01/03/2011, para cubrir los cargos de Juez y Secretario del Juzgado de Faltas de dicha ciudad(1/4).-En dicho planteo el Dr Toledo, cuestionaba la vigencia de la ordenanza en base a la cual se había realizado el llamado a concurso, a la integración del tribunal evaluador, asi como actos relativos al trámite de selección en si (vgr. entrevistas personales).------------


A fs 74 vta el Juez del amparo intimó a la demandada a cumplir con lo ordenado en su sentencia, bajo apercibimiento de aplicar astreintes. En respuesta a dicho proveído, ésta última acompañó el expediente administrativo en el que el amparista había deducido su planteo nulificante y solicitó que se dejara sin efecto la aplicación de astreintes (fs 75/101).---------------------       

Habiendo tomado conocimiento de dicha presentación, la actora –bajo el argumento de que no se había cumplido aún con lo dispuesto en la sentencia, solicitó se libre oficio conforme a lo ordenado en fs 74 vta. (fs. 101).-------------------------------------------        

Ante dicha intimación, la demandada acompañó  copias de las actuaciones correspondientes al concurso en el que se había presentado el amparista y respecto del cual había planteado nulidad. Entre dichas copias constan, la del Decreto 305/2013 por el cual se designaba al Dr. Diego Nicolás Doglioli como Juez de faltas municipal, Resolución 95/2015 del Concejo Deliberante por el que presta acuerdo a la referida designación y el correspondiente Decreto del Poder Ejecutivo, Serie I Nº 209/2015 (fs 108/120).------------------------------------              

A fs 122 el Juez de la causa, tuvo  por cumplido el requerimiento formulado. Esta decisión, motivó un recurso de revocatoria de la actora,el que fuera acogido con fundamento en que de la documental acompañada no surgía cumplimiento de lo ordenado en la sentencia, haciendo notar a la demandada dicha circunstancia (fs 126).-----------------------------------------------------            

En función de ello, la actora presentó planilla de liquidación, impugnada luego por la demandada bajo el argumento -entre otros- de que los planteos del Dr Toledo habían devenido en abstracto  y de cumplimiento imposible por cuanto el concurso en el que habían sido articulados, se encontraba concluido con la designación del Dr Doglioli. (fs 134/135).-----------------------------------            

Dicha impugnación fue rechazada por el juez de la causa. Para así decidir concluyó que de las constancias de autos se desprendía que a la fecha de la planilla, la demandada no había cumplido con la referida orden judicial.(fs 158/159).------------------------------------   

Contra este pronunciamiento, la demandada apeló, reiterando que el concurso en el cual el amparista había planteado nulidad, se encontraba finalizado con la designación del Dr Doglioli como juez de faltas municipal. Que el pedido nulificante se había referido a la inscripción en el concurso, y que por dicho motivo devino abstracto y de cumplimiento imposible (fs 160).-----------       



Dentro de dicho parámetro argumentativo, y tal como lo ha señalado el juez de la causa en la sentencia materia de apelación, no obra en autos constancia alguna de que la demandada haya dado una respuesta expresa y puntual al planteo de nulidad articulado por el actor, en el marco del concurso convocado para designación de Juez de Faltas municipal. Dicha sentencia no fue apelada, esto es, la demandada consintió lo constatado por el juez sobre la falta de una respuesta expresa al planteo del actor en el concurso de que se trata, situación que se ha mantenido a lo largo del proceso, y que daría lugar a efectivizar el apercibimiento antes referido.----------------------------

Respecto de esto último, Rubén Compagnucci de Caso, señala que son dos las condiciones a las que se supedita la aplicación de astreintes: a) el hecho que se impone debe ser de cumplimiento posible, b) la conducta injustificada, obstinada y caprichosa del deudor Autor cit, Código Civil y Comercial de la Nacion comentado-  en Rivera Julio y Medina Graciela (dir) Comentarios al Proyecto de Código Civil y Comercial de 2012, La Ley, Buenos Aires, 2012, pag 167. El mismo autor resalta también que la posibilidad de cumplimiento del deber impuesto es un elemento fundamental para seguir adelante con la penalidad; y ello por una razón de todo peso, “nadie puede ser obligado a lo imposible”. Agrega además que “...la conducta del deudor debe tener características particulares de ser: injustificada, obstinada y caprichosa, es decir, no tener ninguna base o elemento que lo apoye o justifique. Ello deberá ser apreciado por los jueces de manera estricta y apreciando los antecedentes de la causa” Autor y ob cit supra. pag168.-------------------
      Bajo este razonamiento, si el deudor justifica su proceder o desiste de la reticencia, el juez puede dejar sin efecto las astreintes o disminuirlas.-----------------

En principio -dice el mencionado autor- es el obligado quien debe alegar y probar cualquiera de las circunstancias antes referidas, esto es, que su comportamiento no ameritaba la condena o que se motivaba en determinadas causas. Sendas conductas deberían concretarse ante la amenaza de astreintes, por cuanto una vez impuestas y firmes pasan a integrar el patrimonio del acreedor.-------------------------------------------------

En este marco doctrinario, no es posible soslayar lo argumentado por la demandada sobre la imposibilidad de cumplir con la sentencia que había acogido el amparo por mora, toda vez que -conforme constancias de autos- al momento de su dictado, el trámite concursal había finalizado con la designación como juez de faltas del Dr Doglioli, mediante Decreto Serie I Nº 305 del 29/05/2013(fs136). Mas aun, el mencionado acto administrativo había sido emitido con anterioridad a la fecha de la interposición misma del amparo por mora (fs 8).-------------------------------------------------------



La imposibilidad de cumplimiento fue alegada y acreditada por la demandada en respuesta al apercibimiento de aplicar astreintes (fs 108). Véase que si bien en un primer momento acompaña solo el expediente o legajo del amparista, luego, presenta  las copias correspondientes al concurso y los actos administrativos alegados.------------          

En este contexto fáctico, la circunstancia señalada da cuenta de la  imposibilidad material y jurídica en que se encontraba la demandada a la fecha de la sentencia del amparo e incluso al momento de la interposición misma de la  acción, de dictar el acto administrativo que aquella había ordenado. Ello por cuanto, lo contrario importaría retrotraer el concurso a etapas o actos preparatorios o de trámite por recaer sobre un segmento del procedimiento que ha concluido con la designación de otro de los aspirantes. El estado en que el concurso se encontraba al momento en que se había dictado la sentencia que acogía el amparo, tornaba imposible considerar en forma aislada, planteos respecto de actos  preparatorios y que hacen al trámite del concurso, con abstracción del decreto de designación, que es el que en definitiva lo agravia.----------------------------------

En el caso, si bien la demandada no había recurrido el decreto de fs 74 vta, la imposibilidad -recién alegada al impugnar la planilla- se  verifica a la fecha misma de la deducción del amparo por mora, y de la sentencia que hacía lugar a dicha acción, motivo por el cual, resultaría de un excesivo rigor formalista, mantener una sanción ante un acto cuyo dictado no podía efectivizarse, por las razones expuestas a lo largo de la presente.-------------------------------------------------

Asimismo cabe señalar que conforme obra en el sistema de ingreso de causas a este Superior Tribunal, el actor ha entablado un recurso contencioso de plena jurisdicción, cuya pretensión procesal se centra en la nulidad del acto conclusivo del procedimiento concursal, esto es en la nulidad del Decreto 305 Serie “I” de fecha 29/05/2.013 y la Nulidad de la Resolución del Concejo Deliberante N° 95 de fecha 28/04/2.015 que designara en el cargo a una persona distinta, recurso que aun se encuentra en trámite.(Expediente N° 18.386 Año 2.015 Autos: “Toledo Diego Nicolás c/ Municipalidad de Termas de Rio Hondo y Otro s/ Recurso Contencioso Administrativo de Plena Jurisdicción”).-------------------------------------------

En consecuencia, y siendo que el incumplimiento de lo ordenado puntualmente en la sentencia que hacía lugar al amparo por mora, se explica -conforme constancias de autos- en  la conclusión del concurso con la respectiva designación como juez de faltas de otro de los concursantes, no se advierte que dicha inobservancia haya sido injustificada, esto es, que represente una obstinación o actitud recalcitrante de la demandada, recaudo este último necesario para la imposición de astreintes.-----------------------------------------------

Ello por cuanto, en dicho contexto, resulta razonable que la demandada no haya podido emitir el acto administrativo ordenado por el juez de la causa.----------      

Bajo dichos fundamentos y por las razones aquí invocadas, cabe hacer lugar al recurso de apelación deducido por la accionada, en consecuencia revocar la sentencia de primera instancia que había rechazado la impugnación de planilla de liquidación, y en su mérito dejar sin efecto las astreintes impuestas a la demandada.-



VI) Costas: El incumplimiento puntual de lo ordenado mediante sentencia por el juez de la causa, imposición de astreintes (decisiones ambas que quedaron firmes), la recién posterior alegación de la demandada sobre la imposibilidad de cumplir con lo dispuesto por aquella, podrían constituir motivaciones válidas que hayan conducido a la actora a formular peticiones que respondían a constancias de la causa. Es asi que, si bien correspondería imponerle costas, las circunstancias antes descriptas y verificadas en la presente, constituyen razones fundadas para sus planteos a lo largo del proceso, y habilitan por ello, que sea eximida de su pago conforme lo dispuesto en el 2do párrafo del art 71 del Código Procesal Civil y Comercial (CPCC).------------------------        

Por lo aquí expuesto, y oído que fuere el Sr Fiscal General Se Resuelve: I) Hacer lugar al Recurso de Apelación deducido por la demandada. II) Revocar la sentencia de fecha 15 de noviembre de 2018(fs.158/159) dictada por el Juez Civil y Comercial de 4ta. Nominación; en consecuencia, III) Hacer lugar a la Impugnación de Planilla de Liquidación de Astreintes, y en su mérito declarar improcedentes las astreintes ordenadas en autos. IV) Eximir de costas a la vencida (amparista) por los fundamentos expuestos en el considerando VI de la presente. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Ana Rosa Rodriguez - Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Eduardo José Ramón Llugdar – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
18
1

